Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 41 minutos.) 


-La Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores tiene el gusto de 
recibir, en nombre del Poder Ejecutivo y del Ministerio del Interior, al Director General de Secretaría, 
doctor Charles Carrera Leal, al Inspector General Principal Retirado, señor Julio Guarteche y a la 
asesora del Ministerio, doctora Karinna Tarragona. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota del Colegio de Abogados del Uruguay, de fecha 19 de febrero de 2013, por la que 
solicita audiencia y envía adjunto el texto de anteproyecto relacionado con designación de los Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia y Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Informe de la División Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores, de fecha 25 de 
febrero de 2013, respecto del proyecto de ley a estudio relacionado con el matrimonio igualitario 
(Carpeta N* 1098/2012 - Distribuido N* 1916/2012).” 


-El próximo martes vamos a tener otra audiencia con respecto al proyecto de ley relacionado 
con el matrimonio igualitario. Los señores Senadores ya tienen en su poder un comparativo sobre la 
propuesta final del tráfico de armas con las sugerencias de la Federación Uruguaya de Tiro, del Club 
Uruguayo de Tiro Práctico, de la Asociación de Coleccionistas de Armas y Municiones y del Servicio de 
Material y Armamento del Ministerio de Defensa Nacional. Este material se lo vamos a enviar a la 
doctora Vanesa Reyes -con quien hemos estado trabajando- y quizás la semana próxima esté pronto 
el texto definitivo para poder tratarlo en la Comisión. 


Pasamos ahora a considerar la Carpeta N* 1125/2012. 
Tiene la palabra el doctor Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Para nosotros es un gusto estar aquí. Nuestra idea es realizar una presentación 
general del proyecto y hacer hincapié en las modificaciones. 


La finalidad de esta iniciativa es mejorar lo que nosotros llamamos la cultura ciudadana y la 
convivencia urbana, y atender algunas situaciones que los compañeros que estamos en la gestión del 
Ministerio del Interior catalogamos como de violencia comunitaria; hay situaciones en la sociedad que 
sino las atendemos en tiempo y forma terminan convirtiéndose en un mal mayor. Esta es un poco la 
finalidad del proyecto de ley: mejorar la convivencia, que se enmarca en lo que el Poder Ejecutivo 
denominó la estrategia por la vida y la convivencia. 


Al elaborar el proyecto nos propusimos una metodología que, en principio, consistió en tomar 
el Código Penal, que tiene un capítulo referido a las faltas, con la idea de actualizarlas, dejando de lado 
las que cayeron en desuso por vetustas y ya no se aplican. No olvidemos que el Código Penal es de la 
década de 1930. En síntesis esta es la metodología de trabajo. 


El otro objetivo que nos propusimos fue tomar las faltas como medida de sanción para 
aquellas conductas antijurídicas menores. Hoy se propone que la sanción de esas faltas, que antes era 
una multa pecuniaria, sea la realización de un trabajo, una tarea comunitaria, que tenga una relación 


directa con la falta cometida. Dicho de otra manera, se busca que haya una relación entre la conducta 
antijurídica y la sanción, para que esta sea un medio de inducción; esto es lo que en Derecho Penal se 
conoce como la prevención general especial y se trata de incidir sobre la conducta del individuo. 


En cuanto a los artículos 1%, 2%, 3%, 4%, 5 y 6%, se proponen modificaciones totales y parciales 
de los viejos artículos 360, 361, 364, 365 y 366 del Código Penal. Básicamente, en relación con el 
artículo 360 se busca actualizar las denominadas faltas contra el orden público y, dentro de ellas, la 
provocación o participación en desórdenes en espectáculos públicos y agravios u omisión de asistencia 
a la autoridad, que para nosotros es una falta muy importante. Sobre este punto, el numeral 2) del 
artículo 1” expresa: “El que efectuare agravios a la autoridad legítimamente investida o no le prestare el 
auxilio que esta reclame, en caso de incendio, naufragio, inundación u otra calamidad pública”. Como 
dije antes, para nosotros esta es una falta muy importante, por cuanto no se refiere solamente a la 
Policía porque, tal como lo dijimos en la Cámara de Representantes, hay autoridades públicas que 
para cumplir con sus cometidos necesitan ser investidas como tales y tener el respaldo de las normas. 
Hablamos, por ejemplo, de inspectores de tránsito, de la Dirección General Impositiva, del Banco de 
Previsión Social y, por supuesto, de los policías y demás funcionarios del Ministerio del Interior. 


El numeral 3) refiere a una falta que ya estaba contemplada, pero que se actualiza, que es la 
venta o comercialización no autorizada de entradas para espectáculos públicos”. 


Con relación al artículo 361, debemos señalar que se actualizaron algunas faltas y se 
crearon dos. Una de ellas, que figura en el numeral 2), es la instigación a la mendicidad, respecto de la 
cual se expresa: “El que dedicare niños a mendigar públicamente”. La otra falta que se incluye es la 
solicitud abusiva con acoso o coacción, en cuyo caso se establece: “El que solicitare dinero o cualquier 
otro bien mediante actitudes coactivas o de acoso u obstaculizando o impidiendo de manera 
intencional el libre tránsito de personas a pie o en vehículo, por los espacios públicos.” Con estas 
disposiciones se busca castigar a aquellas figuras que son muy problemáticas, que actúan en la zona 
metropolitana de las grandes ciudades -Montevideo y Canelones- pidiendo “de pesado”, como se dice 
popularmente. Pensamos que para el libre tránsito y disfrute de los espacios públicos, la aplicación de 
esta medida será muy importante. 


Como dije antes, se penaliza la instigación a la mendicidad de niños. Con ello se trata de 
proteger el interés superior de los niños. 


Respecto al artículo 364, se actualizan los dos primeros numerales, con la idea de mantener 
figuras de faltas que ya estaban vigentes. Además, se crean dos faltas nuevas, que se enmarcan 
dentro de las denominadas faltas ambientales, como la que sanciona la acción de arrojar desperdicios 
en lugares no habilitados. La disposición refiere lo siguiente: “El que arrojare o esparciere basura en la 
vía pública o en lugares inapropiados o no destinados a esos efectos específicos, ensuciando el 
entorno”. La otra falta que se crea, que también atiende a un problema, es el vandalismo en los 
depósitos de basura. El numeral 4) dice así: “El que provocare daño, deterioro, rotura o incendio en los 
depósitos de basura”. Estas dos faltas son innovaciones que se crearon en este nuevo proyecto y que 
también serán de gran utilidad para atacar ciertas situaciones de vandalismo o deterioro de la 
convivencia en la vía pública. 


En el artículo 5% se hace una actualización de las faltas contra la integridad física de las 
personas y se crean algunas figuras que nosotros denominamos “faltas de tránsito”. En este caso 
trabajamos con la Unidad Nacional de Seguridad Vial. Las faltas que se crean en este artículo son las 
siguientes: en el numeral 1) se crea como falta la participación en picadas. En muchas ciudades de 
nuestro país existen lugares destinados específicamente para ello, y se prevén sanciones cuando se 
realicen en lugares no permitidos. Así lo establece el numeral 1): “El que en carreteras, calles, vías de 
tránsito en general y en lugares no autorizados expresamente participare de carreras u otro tipo de 
competencia valiéndose de un vehículo con motor, poniendo en peligro su vida o la de terceros.” 


En el numeral 2) se crea la segunda falta, que es la conducción de vehículos motorizados sin 
la licencia correspondiente. Dice así: “El que condujere en la vía pública vehículos motorizados sin 
haber obtenido en el organismo competente la licencia de conducir, o si la misma le hubiere sido 
suspendida o cancelada.” 


En el numeral 3) se crea como falta la conducción de vehículos motorizados con grave 
estado de embriaguez. Allí se establece: “El que condujere vehículos motorizados en estado grave de 
embriaguez con niveles de alcohol en la sangre superiores a 1,2 gramos por litro.” 


En el numeral 4) se establece como falta la conducción de vehículos motorizados al doble de 
la velocidad permitida. Dice así: “El que condujere vehículos motorizados al doble o más del doble de 
la velocidad máxima permitida en cualquier vía de tránsito.” Estas son las faltas de tránsito, que van a 
ser de gran utilidad a los efectos también de lo que tiene que ver con la convivencia en nuestra ciudad. 


Los siguientes tres numerales actualizan o mantienen faltas que ya estaban vigentes en el 
viejo Código Penal. 


Más adelante, se expresa que en las situaciones previstas en los numerales 1) y 3) de este 
artículo, el juez dispondrá la incautación provisoria del vehículo y la posibilidad de su decomiso. En su 
momento, se discutió si este artículo era o no constitucional porque, por ejemplo, se podía dar el caso 
de que el propietario del vehículo lo prestara a un amigo y este fuese el que cometiera la falta. Por ese 
motivo se estableció que esta situación debería ser analizada por el juez de faltas en la audiencia 
correspondiente. Entonces, la constitucionalidad del artículo estaría dada por la participación de la 
Suprema Corte de Justicia, tal como se decidió en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración de la Cámara de Representantes. 


Quiero decir que nosotros defendemos lo concerniente a la incautación y posterior decomiso 
del vehículo -los fondos obtenidos de esa venta serán destinados a la Unidad Nacional de Seguridad 
Vial- porque creemos que las picadas constituyen una falta muy grave ya que muchas veces terminan 
causando accidentes de tránsito y pérdidas de vidas humanas. Sucede lo mismo cuando una persona 
conduce un vehículo en grave estado de embriaguez, muy por encima de lo permitido, que es 1,2 
gramos por litro. 


El artículo 366 del Código Penal -sería el artículo 6% de este proyecto- mantiene dos faltas 
que ya estaban establecidas en el viejo Código, que son la omisión injustificada en denunciar la 
adquisición de cosas provenientes de delito y la obtención fraudulenta de una prestación. 


El Capítulo ll es para nosotros también muy importante. Abarca los artículos 7% a 10 y 
consagra normas generales tendientes al cuidado y la conservación de los espacios públicos como 
ámbitos de la convivencia. En el artículo 7% se aclara qué se considera por “espacio público”. Se 
entiende que es el conjunto de inmuebles y muebles públicos que están destinados al disfrute de la 
sociedad en su conjunto. El artículo 8% declara de interés general la preservación de los espacios 
públicos como lugar de convivencia, civismo y disfrute. El artículo 9% establece que este capítulo se va 
a aplicar a todos los espacios públicos del país, sean urbanos, suburbanos o rurales. Finalmente, en el 
artículo 10 se establecen una serie de derechos y deberes. Los derechos están relacionados con la 
libertad de uso y goce de los espacios públicos. A su vez, se prevén los deberes de utilizar 
adecuadamente los espacios públicos y de colaboración: todas las personas tienen el deber de 
colaborar con las autoridades públicas en la erradicación de las conductas que alteren, perturben o 
lesionen la convivencia ciudadana. 


Posteriormente hay todo un capítulo de innovación, que refiere a las faltas por la afectación y 
deterioro de los espacios públicos. 


En primer lugar, el numeral 1) del artículo 11 habla del vandalismo y dice: “El que realizare 
actos de deterioro o destrozos en monumentos o en espacios públicos o sus instalaciones, tanto en 
bienes muebles como inmuebles o sobre elementos tales como señalizaciones de tránsito, semáforos 
u ornato”. El numeral 2), en tanto, alude a un grave problema que tenemos en la comunidad y dice: “2. 
(Realizar las necesidades en los espacios públicos).- El que defecare u orinare en cualquier espacio 
público, salvo en las instalaciones destinadas especialmente para tal fin”. 


Otra de las innovaciones refiere a la ocupación indebida de los espacios públicos. 
Concretamente, el artículo 12 dice: “El que fuera del ejercicio del derecho consagrado en el artículo 57 


de la Constitución de la República, ocupare espacios públicos acampando o pernoctando en forma 
permanente en ellos, será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo 
comunitario, si habiendo sido notificado dos veces de que desista de su actitud, persiste en la misma”. 
Una vez que se constata una conducta de ocupación indebida de los espacios públicos, la Policía 
Nacional va a notificar al Mides para que recabe la identidad de esa persona, le ofrezca una alternativa 
adecuada a la situación y dé cuenta al juez competente. Es decir que sería falta cuando se constata 
por tercera vez que la persona está ocupando indebidamente los espacios públicos. 


Las disposiciones siguientes modifican los artículos 369 y 370 y establecen una innovación 
que mencioné anteriormente. Me refiero al trabajo comunitario como pena que se impone cuando se 
comete una falta. Anteriormente las faltas eran penadas con una multa, pero nosotros queremos que 
sean penadas con tareas comunitarias, a los efectos de que haya una relación entre la conducta 
antijurídica y la sanción aplicable, para tratar de trabajar sobre esa conducta. El artículo 370 refiere a 
quién va a supervisar el cumplimiento de la pena, que es la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, 
unidad especializada del Instituto Nacional de Rehabilitación. Esta dependencia estará a cargo de la 
instrumentación y fiscalización de la pena de trabajo comunitario. A los efectos de llevar adelante todo 
lo que tiene que ver con el trabajo comunitario, esta oficina, a la que llamamos OSLA, realiza 
convenios con las intendencias, con el Hospital de Clínicas, etcétera -a estas instituciones les 
llamamos “entes receptores”- para que colaboren con nosotros en el cumplimiento de la pena y en la 
fiscalización. Este mecanismo está más desarrollado en la zona metropolitana, pero ya estamos 
solicitando reuniones al Congreso de Intendentes para plantear la posibilidad de que se pueda 
desarrollar en los diferentes departamentos del país. Por nuestra parte ya estamos pidiendo oficiales 
de enlace a nuestros diferentes Jefes de Policía para que se pueda dar cumplimiento a esta tarea. En 
Montevideo hay 168 personas a las que se les está dando seguimiento a través de la OSLA, tanto en lo 
que tiene que ver con prisión domiciliaria como en aquellos casos en los que algunos jueces imponen 
trabajo comunitario. 


El Capítulo IV también es una innovación. Aclaro que los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 19 
fueron elaborados por la Suprema Corte de Justicia. Cuando terminamos el proyecto de faltas 
solicitamos una audiencia a la Suprema Corte de Justicia en la que le planteamos que el Poder 
Ejecutivo quería ir por el camino de sancionarlas y le preguntamos cuáles eran sus necesidades a fin 
de hacer posible la aplicación de esta iniciativa. Ante esto, nos presentó diferentes opciones pero como 
en este caso el dueño de los recursos es el Ministerio del Interior -los fondos para la creación de los 
juzgados saldrán de su propio presupuesto-, acordamos habilitar dos juzgados de faltas en 
Montevideo. Con respecto al interior, se nos dijo que el asunto no era tan problemático puesto que las 
faltas son competencia de los juzgados de paz. Recuerdo que plantearon el caso de Maldonado, donde 
el año pasado había habido 186 procesos en los que se sancionaron las faltas. También preguntamos 
qué dificultades desde el punto de vista del proceso se advertían para aplicar esta normativa y fue a 
raíz de eso que se nos entregaron estos artículos. Básicamente, se propone que haya un proceso por 
audiencia, una única audiencia y que solo pueda existir una excepción si hay necesidad de diligenciar 
prueba. Asimismo, la sentencia sería irrecurrible. Antes de ingresar a esta reunión hablábamos con el 
Inspector Guarteche de que el éxito de esto es que el proceso sea rápido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que no habría ninguna instancia posterior. 


SEÑOR CARRERA.- No. Existen casos establecidos en nuestro ordenamiento jurídico en los cuales 
las sentencias son irrecurribles; hay procedimientos especiales de procesos de única instancia. Quiere 
decir que esta solución está dentro del marco legal y en la medida en que fue redactada por los propios 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, nos da tranquilidad. 


En principio, es cuanto tengo para manifestar. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Bienvenidos a la Comisión y les damos las gracias por la presentación que han 
realizado. 


Como ustedes saben, en la Cámara de Representantes se está estudiando una reforma al 
Código Penal. En tal sentido, supongo -y lo pregunto- que esta iniciativa debe estar armonizada con 
aquel proyecto. 


Por otro lado, en el numeral 2) del proyectado artículo 365, que sería modificado por el 
artículo 5% de este proyecto de ley, se dice: “El que condujere en la vía pública vehículos motorizados 
sin haber obtenido en el organismo competente la licencia de conducir, o si la misma le hubiera sido 
suspendida o cancelada”. ¿No está previsto el caso de alguien que pueda tenerla pero no la lleve 
consigo y entonces caiga en la misma tipificación? Formulo la interrogante porque puede suceder que 
una persona esté manejando el auto de otro porque le pidieron que condujera durante un rato y al ser 
detenido no tenga la licencia de conducir. 


En el artículo 11 del Capítulo lll se hace referencia a la realización de necesidades en 
espacios públicos. Me parece que puede haber una carta libre para no penar a quien haga las mismas 
cosas, por ejemplo, en el zaguán de una casa o en la entrada de un edificio. No sé si hay posibilidades 
de instrumentar algo en este sentido. 


SEÑOR ROSADILLA.- Ante todo, quisiera saludar a la delegación que nos visita. 


Me voy a referir al numeral 5) del artículo 5%, que refiere a introducción, depósito, venta, 
transporte o fabricación de sustancias explosivas, porque creo que hay cierta contradicción con lo que 
se ha tratado en esta Comisión en materia de tenencia de armas y explosivos, ya que para el mismo 
delito se establecen penas absolutamente distintas a las establecidas en la otra ley. Entonces, creo que 
deberíamos llegar a un acuerdo. 


(Dialogados.) 


-Por otro lado, me gustaría hacer una mención al numeral 2) del artículo 11. Debo decir que 
comprendo perfectamente el tema y comparto la iniciativa, pero también es cierto que hay un cierto 
nivel de realismo que no se puede negar. Es obvio que hay quienes hacen sus necesidades en 
espacios públicos, sencillamente, por despreocupación o por falta de respeto por el resto de las 
personas, pero también es cierto que estamos en una ciudad muy deprimida desde el punto de vista de 
los servicios y a veces no hay dónde ir. Sabido es que muchos bares niegan el ingreso a quienes no 
sean clientes y la ciudad no tiene baños públicos -en algún momento hubo alguna iniciativa para que 
hubiera- a disposición. En consecuencia, llamo la atención sobre esto porque parece tratarse de una 
situación extremadamente rígida y por eso creo que hay casos que habría que sacar del texto. Parece 
lógico que se pene un hecho notorio, hasta provocativo y cuando no se buscan soluciones aun dentro 
de la dificultad, pero hay casos en los que levantaría la mano para aprobar una excepción, porque en lo 
personal me ha sucedido. Si uno está en la calle y no dispone de espacios donde hacer sus 
necesidades, casi que no tiene opciones. 


(Dialogados.) 


-Llamo la atención sobre este asunto porque la rigidez del artículo puede llevarnos a 
situaciones donde la persona efectivamente agota las instancias y busca una solución, pero es 
diferente el caso -muchas veces lo vemos- que puede darse en medio de una vía de primer nivel, 
iluminada, etcétera. 


Creo que para poder aplicar esto deberíamos saber muy bien qué opciones le estamos 
ofreciendo a la ciudadanía. No es algo tremendamente importante, pero tenía que decirlo. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero sumarme a la bienvenida de los representantes del Ministerio del Interior y, 
ante todo, expresar nuestra coincidencia en el sentido de descartar la iniciativa que tenía la Comisión 
de reforma del Código Penal de eliminar este capítulo de faltas de dicho texto. Entendemos que si bien 
estos son delitos de tipo bagatela o leves, son delitos al fin y se trata de normas de convivencia que 
hay que respetar, máxime en estos tiempos en los que se olvidan tan seguido. 


Hay algunos aspectos que quisiera mencionar. Por ejemplo, la pena de prestación de trabajo 
comunitario es igual para todos los casos, salvo en algunas penas accesorias. Tal vez para algunos 
hechos de mayor gravedad habría que permitir que esas penas fueran más extensas, porque estamos 
hablando de treinta días como máximo -de siete a treinta días- y de dos horas por día. En algunos 


casos esto podría ser excesivamente leve, pero se asimilan todas las situaciones prácticamente con la 
misma penalidad. 


En realidad, me preocupan algunos temas, como por ejemplo el que tiene que ver con la 
regulación de los espectáculos deportivos, que ahora están en plena polémica pública -como siempre- 
por un partido jugado por el Club Atlético Peñarol. El artículo 2”, que agrega el artículo 360 bis al 
Código Penal, establece que se aplicará como pena accesoria la prohibición de concurrir a eventos 
deportivos por un plazo máximo de doce meses, y que para cumplir la medida deberá comparecer 
ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio. Tengo entendido que en la Ley de Fomento del 
Deporte ya está establecido esto o algo muy similar pero que, en los hechos, no se cumple. Por tanto, 
quisiera preguntar si la Policía está en condiciones de asegurar el cumplimiento de este tipo de penas 
accesorias, pues no siempre es fácil hacerlo. 


El último párrafo de este artículo dice: “Si el imputado no se presentase en el lugar y horario 
indicados sin mediar motivo justificado, en las fechas sucesivas será conducido por la fuerza pública”. 
Me parece que esto no debe quedar en una mera expresión de buena voluntad. Puede darse el caso 
de que haya muchas personas comprendidas en esta medida y no debe ser muy fácil ubicarlas y 
conducirlas si no concurren. Además, creo que esto ya está previsto en una norma vigente que nunca 
se aplicó. Entonces, pregunto cómo piensa el Ministerio del Interior asegurar el cumplimiento de esta 
pena accesoria. 


Por otra parte, lo que en lo personal me parece absolutamente desproporcionado es lo que 
se establece en el artículo 365 con relación a la participación en picadas y a la conducción de 
vehículos motorizados en grave estado de embriaguez. En este último caso, la norma dice: “El que 
condujere vehículos motorizados en estado grave de embriaguez con niveles de alcohol en la sangre 
superiores a 1,2 gramos por litro”. Me parece que antes que se modificaran las normas sobre tolerancia 
del alcohol, el nivel era 0,70, pero no sé si 1,2 es un estado grave de embriaguez. Tal vez lo sea en 
algún caso, pero creo que es el equivalente a tres whiskies. Entonces, en esos casos se hace 
abstracción de que el individuo pueda estar representando un peligro por estar conduciendo, por 
ejemplo, en zigzag; solamente se trata de que tenga un nivel de alcohol superior de 1,2 gramos, 
aunque maneje a 10 kilómetros por hora. Además, si es el propietario, se dispone el decomiso 
definitivo del vehículo y que el producido de su venta sea destinado a la Unidad Nacional de Seguridad 
Vial. Me parece que esto es una barbaridad porque ya hemos aprobado leyes sucesivas para la 
reglamentación y control del tránsito con sanciones administrativas y pecuniarias muy duras, como la 
suspensión de la licencia por seis, ocho, diez o doce meses, más multas muy importantes desde el 
punto de vista económico, además de las responsabilidades penales y civiles que puedan emerger 
cuando hay lesiones u homicidio culposo. Es decir que no estamos ante situaciones en las que exista 
desprotección en ese sentido; por el contrario, creo que hay normas de contralor muy rigurosas que 
antes no existían y que se fueron aprobando en las últimas Legislaturas. Por tanto, llegar al decomiso 
de un vehículo cuando alguien no está representando un peligro para la integridad física de otra 
persona, me parece absolutamente desproporcionado e, incluso, puede estar rozando la 
inconstitucionalidad. A mi entender, la responsabilidad civil se generaría en el caso de que hubiera un 
accidente con daños materiales o daños a la integridad física, o eventualmente pérdida de vidas. Hay 
que tener en cuenta que se trata de una sanción a priori y con un mecanismo de instancia única. Eso 
significa que la persona ni siquiera tiene la posibilidad de apelar y de decir, por ejemplo, que aunque 
había tomado un poco de más, estaba en condiciones de manejar y lo hacía a 10 kilómetros por hora. 
Puede ocurrir que si tengo un auto de US$ 50.000, me lo decomisen y vaya a la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial no sé a efectos de qué, porque esta tiene su presupuesto y no sé qué van a hacer con 
el dinero. 


Sinceramente, no acompañaré este punto porque me parece de una evidente desproporción, 
sobre todo en situaciones que tienen un marco de contralor con sanciones muy rigurosas. Si esta 
medida se hubiese planteado hace cinco años atrás, cuando no existía esta clase de normas, tal vez 
mi posición sería diferente. Reitero que para este tipo de situaciones hoy en día existe un importante 
número de sanciones de gran severidad. Esta norma podría aplicarse, también, a la práctica de las 
picadas. 


A mi juicio, estamos ante faltas que muchas veces están contempladas como figuras 
delictivas. Por ejemplo, el daño es una figura delictiva que podría cubrir situaciones como los actos de 


vandalismo en espacios públicos. Entonces, la frontera entre la falta y el delito de daño es muy frágil; 
supongo que por tratarse de figuras tan similares, corresponderá a la Justicia determinar de cuál se 
trata. 


Por otro lado, me llama la atención el artículo que hace mención a la omisión injustificada en 
denunciar la adquisición de cosas provenientes de delitos, que dice: “El que habiendo adquirido, sin 
conocer su procedencia, dinero u otras cosas provenientes de delito, omitiere dar aviso a la autoridad, 
después de conocerla.” Me imagino que debe ser difícil, en caso de adquisición de cosa robada, probar 
que no se conocía su procedencia. No sé cuál será el elemento a tener en cuenta: si el valor de lo que 
se adquiere o la desproporción entre lo que se paga y su valor real. Quien compra en una feria 
montevideana nunca conoce la procedencia de lo comprado. Se genera entonces una zona gris en la 
que será difícil que se diga si se conocía o no la procedencia del objeto en cuestión. Hay ferias en 
Montevideo donde se venden cosas robadas a vista y paciencia de mucha gente. 


Otro de los temas que me preocupa es el de la supervisión e instrumentación del trabajo 
comunitario. En primer lugar, me pregunto si el trabajo comunitario va a ser remunerado; en ese 
sentido, nos encontramos en una situación similar a la del trabajo de los reclusos. En principio, el 
trabajo debe ser remunerado; ello debería ser establecido. En segundo término, me preocupa la 
instrumentación del trabajo comunitario porque en el pasado ha habido problemas con la fijación de 
penas alternativas. Recuerdo, en ocasión de ejercer la titularidad de la Intendencia de Colonia, que se 
dio trabajo comunitario a aquellas personas que se encontraban con salidas transitorias y con penas 
alternativas, pero no sucedió lo mismo en todo el territorio nacional. Por lo tanto, la instrumentación del 
trabajo comunitario va a ser fundamental; de lo contrario, esta iniciativa se convertirá en mera letra sin 
un contenido concreto. 


La Oficina de Seguimiento de Libertad Asistida está considerando las penas alternativas; no 
sé cuántas sanciones habrá por faltas, no podemos imaginarlo ni calcularlo pero si se aplicara esta 
medida, seguramente habrá muchas, sobre todo por la ocupación de espacios públicos y la coacción 
en la mendicidad que también aquí se plantea. Se tendrá que sacar, entonces, a la mayoría de los 
limpiavidrios que están en los semáforos de la ciudad de Montevideo, ya que esa coacción está muy 
presente. Me imagino que aplicar esta medida demandará un trabajo policial muy intenso además de 
las muchas sanciones que conllevará. Si efectivamente habrá juzgados que se dediquen en forma 
exclusiva a estos procedimientos para que sean tipo express -es decir muy rápidos- y tomen instancia 
única, si se aplican estas medidas, habrá muchísimas situaciones a considerar y, por lo tanto, 
muchísimo trabajo comunitario. No va a ser tarea sencilla la de instrumentar y supervisar; en ese 
sentido, creo que el papel de las intendencias va a ser muy importante, además del de todos los 
organismos públicos. Reitero que habrá que determinar si el trabajo comunitario será o no retribuido. 


Esas eran las preguntas e inquietudes en la materia que quería dejar planteadas. 


SEÑORA MOREIRA.- Quiero plantear dos preguntas. Una de ellas es referente al numeral 1) del 
artículo 361 que tiene que ver con el abuso de alcohol o estupefacientes. A mi juicio, aquí no hubo una 
modificación del código de faltas, sino que se mantiene la falta anterior. Sin embargo, hay un proyecto 
presentado en la Comisión que usa este tipo de falta para lo que en su momento se llamó la 
internación compulsiva de los adictos. Mi pregunta es si el Poder Ejecutivo sigue atando -suponiendo 
que el código de faltas sea aprobado- la falta “abuso de alcohol o estupefacientes” a la ley de 
internación compulsiva. 


La segunda pregunta que quiero formular tiene que ver con lo que planteaba el señor 
Senador Moreira sobre el numeral 3) del artículo 365 respecto a la conducción de vehículos 
motorizados en grave estado de embriaguez. En ese caso también vimos qué pasaba si el conductor 
del vehículo no era su propietario, en cuyo caso habría que introducir una corrección de modo que se 
realice una audiencia especial cuando el conductor del vehículo no sea el propietario. En lo que sí 
estoy de acuerdo es en lo que respecta a la desproporción. Estamos hablando del código de faltas, por 
lo que nos referimos a penas menores; sin embargo, la incautación del vehículo es una pena mayor, 
porque ya no se trata de 3 o 4 días en los que se prestan dos horas de servicio comunitario. El 
decomiso del vehículo es una pena grande, independientemente del valor del vehículo. Pude ver que 
en el numeral 1), cuando se habla de la participación en picadas, se imputa la falta a aquel que pone 


en peligro su vida o la de los demás y, en cambio, a quien conduce un vehículo en grave estado de 
embriaguez se lo pena no por estar poniendo en riesgo su vida o la de otros, sino por el simple hecho 
de tener 1,2 o más gramos de alcohol por litro en sangre, por lo que queda expuesto al decomiso del 
vehículo. Una de las observaciones que quiero hacer sobre este punto, reitero, tiene que ver con la 
desproporción entre una situación y la otra. Es comprensible que en las picadas el riesgo de vida 
amerite una penalidad mayor pero, en cambio, no se deriva de eso que el solo hecho de conducir un 
vehículo motorizado en determinadas condiciones amerite la misma penalidad. 


La segunda observación es que creo entender que la Intendencia de Montevideo ya tuvo 
muchos problemas para mantener en depósito las motos decomisadas en las picadas. En ese sentido, 
pregunto cómo puede resolver el Ministerio del Interior ese asunto del decomiso de los vehículos cuyo 
destino no se tiene claro. 


La tercera observación que quiero realizar tiene que ver con los riesgos jurídicos en que 
podríamos incurrir al ir contra el derecho de propiedad de los propietarios de los vehículos, punto 
contenido en el proyecto de código de faltas original, sobre el que en su momento se nos hicieron 
llegar varias observaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero manifestar algunas inquietudes. En el numeral 3) del 361 se mezcla el 
tema del juego de azar en la vía pública con los que se realizan en círculos privados. Creo que habría 
que aclarar a qué llamamos juegos de azar en círculos privados de cualquier especie. Concretamente, 
quisiera saber qué tipos de penas tienen estos últimos cuando incurren en una contravención de las 
leyes. En el caso de los juegos de azar en la vía pública, obviamente nos estamos refiriendo a la 
mosqueta, donde hay un engaño, una estafa, un timo. Hay que ver qué ocurre con los juegos que se 
dan en el ámbito privado y son de uso familiar. Por ejemplo, mi abuela tenía una ruleta y nos cobraba... 
Me parece que perdemos claridad, simplemente estoy pensando en voz alta. 


Cuando en el numeral 1) del artículo 5% -que sustituye al 365- se dice, “poniendo en peligro 
su vida o la de terceros”, me da la sensación de que el juez será quien tenga que demostrar que se 
puso en peligro la vida del conductor o la de terceros. Si participan en picadas, donde va de suyo que 
se está poniendo en riesgo la vida, que se prohíban, porque me parece que agregar esa frase puede 
dar lugar a que el abogado de la defensa pida que se demuestre. No se trata de agregar al numeral 3) 
la frase, “poniendo en riesgo su vida o la de terceros”, sino que me parece que hay que eliminarla del 
numeral 1). Incluso, me gustaría que se fundamentara más, aunque tal vez tengan algún informe 
respecto a lo previsto en el numeral 3), que habla de un nivel de alcohol en sangre superior a 1,2 
gramos por litro. 


Por otra parte, comparto que el numeral 5) colide con lo previsto respecto al tráfico de armas. 
Esto tiene que analizarse nuevamente porque no podemos, por un lado, verlo como una conducta 
penal y, por el otro, decirle al juez que hay otra norma que prevé como sanción dos horas por día de 
trabajo comunitario. 


En relación al numeral 2), me parece que si una persona corre picadas o reiteradamente 
maneja alcoholizado, el decomiso va de suyo. Me refiero a una persona que corra picadas en lugares 
no autorizados y presente una conducta sea reiterativa. 


No sé si no habría que combinar el trabajo comunitario con las multas; tal vez estoy 
cometiendo un error porque ya está previsto en algún artículo. Por ejemplo, la pena podría consistir en 
ir durante diez días a tal lugar y, además, se le impone una sanción pecuniaria. Entonces, se le retiene 
el vehículo hasta que pague la multa. Creo que esto se puede aplicar, no solo para los numerales 1), 2) 
y 3), sino también para aquellos casos en que, en una ruta que está señalizada a 90 o 110 kilómetros 
por hora como máximo, se conduce un vehículo a 220. Esto es un arma letal. Me parece que en estos 
casos también debería contemplarse la imposición de multas, sin llegar al decomiso, aunque no estoy 
diciendo que no pueda proceder, sobre todo cuando se trata de una conducta reiterativa. De todas 
maneras, no estoy seguro si esto se tendría que aplicar ya desde la primera vez. 


El numeral 3) del artículo 10 refiere al “Deber de colaboración”, y dice: “Todas las personas 
tienen el deber de colaborar con las autoridades públicas en la erradicación de las conductas que 
alteren, perturben o lesionen la convivencia ciudadana”. A su vez, el numeral 2), del artículo 1* tiene 
algo que ver con este porque se refiere a la colaboración y asistencia a la autoridad. Quizás esto debe 
figurar en cada artículo, pero no sé si no debería haber uno que establezca que ello rige para 
determinados artículos del Código Penal. Por defecto, se podría decir que hay que asistir a la autoridad 
cuando se trata de espacios públicos y, a la vez, se debe asistir a la autoridad cuando hay una 
situación de calamidad, como una inundación o un naufragio. Ahora bien, si se da un choque, cabe 
preguntarse si hay que asistir o no a la autoridad; quizás haya que establecer esto mediante otro 
artículo que lo englobe en su totalidad. Supuestamente, a la autoridad deberíamos asistirla en cada 
circunstancia. 


En lo que tiene que ver con el tema del vandalismo, hay que tomar en cuenta el que afecta a 
los depósitos de basura -que representa un gran problema-, que creo está penado de igual forma. No 
sé si esto se debe a que estamos siguiendo la construcción del Código Penal en su capítulo referente a 
las faltas y no se lo quiso trastocar mucho. Parecería -planteo esto como una pregunta- que representa 
lo mismo el vandalismo hacia los depósitos de basura que el que afecta a los espacios o instalaciones 
públicas, excepto que en el caso del vandalismo a los depósitos de basura -ya que configura una 
situación que afecta la salud y demás- estableciéramos una pena más alta. En realidad, creo que 
estamos hablando de la misma pena. Aclaro que estoy razonando en voz alta. 


Por otro lado, creo que habría que resolver de otro modo las situaciones de decomiso -me 
parece que habría que incorporar un capítulo de multas-, donde entra en juego un bien mayor. Aclaro 
que comparto que esto debe resolverse en forma rápida pues, de lo contrario, no va a funcionar. 
Hemos visto en alguna película cómo el juez resuelve en forma muy rápida estas audiencias que tienen 
que ver con situaciones de faltas, golpeando su martillo una y otra vez. Ahora bien, si en definitiva 
aprobáramos el tema de los decomisos, me da la sensación de que si un juez estipula trabajo 
comunitario durante, por ejemplo, ocho días, dos horas por día, y se equivoca -quizás en lugar de 
establecer ocho días debería haber establecido seis-, de todos modos el daño no es tan grande 
porque, además, sí existía la falta. Pero cuando, por ejemplo, el único bien de la familia queda en 
posesión del hijo menor -el padre es el responsable-, quien actúa en una picada y se llega al 
decomiso, podría generarse un daño. O sea, estoy a favor de que haya una única audiencia y se 
termine ahí, pero quizás podría fijarse un límite en cuanto al decomiso, obligando al juez a estar 
seguro. Por ejemplo, si una situación se reitera y, por tercera vez en los primeros seis meses del año 
una persona llega por un tema de faltas por un vehículo, ahí sí se le terminó, porque ya tuvo todas las 
oportunidades. 


Quiero agregar algo más sobre un tema que desconozco. Cuando paran a una persona por 
exceso de velocidad o de alcohol, ocurren cosas, pero cuando esa misma persona tiene un accidente y 
a veces hay lesionados, por supuesto actúa la Justicia Penal, pero ¿qué pasa con su licencia? Podría 
ocurrir que incurriera en faltas, pero que no hubiera un accidente. Ahora bien; cuando el accidente 
ocurre, estamos en otra órbita. Me gustaría saber qué pasa con la licencia de conducir de una persona 
que, además de contravenir las reglas, provocó un daño; quizá yo no conozco bien ese capítulo y 
ustedes lo tienen muy aceitado. Parecería lógico que alguna de estas cosas también ocurriera cuando 
se provocan los daños. Por ejemplo, si en las picadas yo me lesiono -no digo que se produzca una 
muerte porque ahí actuaría la Justicia Penal, y ni siquiera hablo de que haya un tercero lesionado-, voy 
al hospital y todo el mundo se apiada de mí porque me lastimé; no se aplica la Justicia Penal porque no 
le hice daño a un tercero, ni el código de faltas porque, en definitiva, ya con haberme estropeado una 
pierna tuve suficiente. Entonces, quizá allí no haya un vacío y sea yo quien desconozco el tema. 


SEÑOR CARRERA.- En primer lugar, cuando se legislan conductas, se buscan dos prevenciones en el 
sistema penal: la prevención general especial, que consiste en modificar la conducta de la persona a 
través de la rehabilitación, y la prevención general, que se da cuando el Estado, a través de una 
opción, le está diciendo a la sociedad en su conjunto que no puede existir tal o cual conducta, porque 
de lo contrario va a tener determinada pena. Eso es lo que inspira que se diseñe o se opte, como en 
este caso, por una figura. Una decisión de política criminal se basa en que hay conductas que la 
sociedad en su conjunto no puede admitir y que si son cometidas serán castigadas. Las faltas, aunque 
menores, son delitos, o delitos enanos, y como tales están compuestas por cuatro elementos: la 
acción, la tipicidad, la antijuricidad y la culpabilidad. Por ejemplo, los señores Senadores hoy 


planteaban que, en un estado de necesidad, una persona hace tal o cual cosa. En ese caso no va a 
haber falta y esa conducta no va a ser penada porque el juez va a tener eso en consideración. Este 
sistema está armonizado con el Código Penal porque desde que asumimos en esta Administración 
fuimos los primeros en señalar desde el Ministerio del Interior que sería un error que se derogara el 
Capítulo de Faltas; por eso la Dirección Nacional de Policía nos elevó un anteproyecto de ley y en el 
ámbito del Poder Ejecutivo elaboramos este, que es el que estamos estudiando ahora. 


Nosotros seguimos sosteniendo lo que manifestamos en la Cámara de Representantes, que 
es que se deben tener en cuenta y agregar estos temas cuando se discuta el nuevo Código Penal y el 
nuevo Código del Proceso Penal, cuya aprobación consideramos muy importante. El proyecto de 
Código Penal que el Poder Ejecutivo remitió en su momento al Parlamento fue elaborado por una 
comisión -que creó la ley de Modernización y Humanización del Sistema Carcelario- compuesta por 
catedráticos y ahora corresponde que el Poder Legislativo busque los consensos para poder sacarla 
adelante. Nuestra propuesta es que este capítulo sea tenido en cuenta en todo su sentido. 


En nuestro país, a veces, vemos solo una parte del problema y no discutimos los temas en 
su conjunto. En el caso de los accidentes de tránsito, la situación es grave porque fallecen por este 
motivo, en promedio, 16 personas por cada 100.000 habitantes, pero ese punto no se discute. Si bien 
se tomaron una cantidad de medidas, recién el año pasado, cuando se hizo un trabajo en conjunto 
con la Dirección Nacional de Policía Caminera, la Unidad Nacional de Seguridad Vial y las 
intendencias, se pudo comenzar a bajar esa cifra. Esto fue lo que nos llevó a plantear este capítulo 
relativo a las faltas de tránsito donde se incluyen las picadas y la conducción por parte de una 
persona alcoholizada o sin la licencia correspondiente. Desde el Poder Ejecutivo consideramos que es 
sumamente grave que maneje una persona alcoholizada. ¿Qué ejemplo estamos dando si nos 
ponemos a debatir eso? Reitero: es sumamente grave conducir alcoholizado. Incluso, en la televisión 
constantemente se hacen campañas diciendo que si tomó, no conduzca. Creo que si una persona tiene 
un vehículo que vale US$ 50.000, seguramente debe disponer de dinero como para tener un chofer o 
pagarse un taxi. Entonces, considero que si se actúa rápido y se castiga esa falta a través de un 
procedimiento judicial, va a tener un efecto positivo general y no se van a dar más esas conductas. 


SEÑOR MOREIRA.- Nadie discute que hay que intentar desestimular la ingesta de alcohol en los 
conductores pero también debe tenerse en cuenta que la mayor parte de los más de 600 muertos por 
accidentes de tránsito que hay cada año -que triplica la cifra de homicidios- no se debe al abuso de 
alcohol. Cualquiera que camine por Montevideo o por cualquier otra ciudad del país ve las motos 
circulando a velocidades absolutamente desproporcionadas y eso no tiene nada que ver con el 
decomiso de los vehículos o cosas por el estilo. Creo que si se elabora una estadística sobre las 
causas de los accidentes veremos que el abuso de alcohol no es la determinante, por lo que deben 
tenerse en cuenta otros factores como la impericia, la imprudencia y el exceso de velocidad. Tampoco 
se controla la cantidad de motos que con sus escapes libres aturden a los peatones que están en las 
veredas. Entonces, me pregunto si la medida adecuada es el decomiso. 


Esta es la reacción que me genera los comentarios que aquí se realizaron. Creo que las 
autoridades deben fiscalizar este tipo de cosas que actualmente no tienen ningún control. ¿Cómo se 
sanciona a las motos de los deliveries que todo el tiempo van a contramano, incluso cuando doblan en 
los semáforos? ¿Eso no se sanciona? ¿Solo se sanciona 1,2 gramos de alcohol por litro de sangre? 
Creo que no debe ser así. Se está enfocando una punta del problema y no su conjunto. 


SEÑOR CARRERA.- Nosotros penamos estas conductas en su conjunto y hay intendencias como la 
de Montevideo que trabaja bien al respecto. Por ejemplo, Montevideo es la ciudad con menor índice de 
muertos por accidentes de tránsito y ello se debe a que la División de Tránsito de la Intendencia 
trabaja muy bien estos aspectos y ejerce la autoridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que si se aplicara para todo el país, el número de muertos se 
reduciría a la mitad. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengamos presente que Montevideo casi no tiene rutas y son muchos los 
accidentes que ocurren en ellas. 


SEÑOR CARRERA.- En fin, esta es la propuesta que defendemos y sostenemos. 


En la segunda interrogante del señor Senador Moreira, referida al vandalismo versus delito 
daño -por decirlo de alguna manera- hay una clara diferencia: el bien jurídico protegido. El delito daño 
básicamente busca proteger la propiedad privada y se pone en funcionamiento a partir del momento en 
que hay una denuncia de la parte afectada. Es decir que no se persigue de oficio sino a partir de la 
instancia iniciada por el ofendido. 


En el caso del delito de vandalismo buscamos proteger los bienes públicos y perseguirlo de 
oficio en los momentos en que se constate, y que la pena sea el trabajo comunitario. Se le puede decir 
pena o trabajo comunitario pero básicamente está establecido como una pena y como tal es un trabajo 
no remunerado. Esto ya existe y no hay inconveniente. Lo que se busca es marcar las diferencias y 
que haya una relación entre la pena -que es la tarea comunitaria- y la acción antijurídica, es decir con 
el delito cometido. 


Respecto a la primera interrogante de la señora Senadora Moreira, que refiere al numeral 1) 
del artículo 361 del Código Penal, señalo que mantuvimos esa falta porque está relacionada con el 
proyecto de ley -el que en su momento remitió el Poder Ejecutivo- que tiene que ver con las personas 
con problemas graves de drogadicción o alcoholismo que se encuentren en la vía pública. Esta falta se 
enlaza con el anteproyecto -mal llamado de internación compulsiva- sobre el cual se está trabajando. 


El segundo planteo de la señora Senadora Moreira sobre la desproporción, no lo 
compartimos y su consideración está implícita en la respuesta que le dimos al señor Senador Moreira. 


Respecto a las interrogantes del señor Presidente consideramos que el decomiso -como 
señalé anteriormente- es con esa lógica de la prevención general y está bien. No compartimos que a 
las faltas se las pene con multas y sí con tareas comunitarias, porque no importa si la persona tiene o 
no dinero  -no es un tema de capital-, sino su rehabilitación. Nuestra intención es que a través de la 
prevención se puedan rehabilitar las conductas y para eso se tienen que inducir; eso se hace con una 
pena más costosa o que la persona sienta más. Insisto: no es cuestión de si tiene o no el dinero para 
pagar, sino de que se presente a una oficina en la que se dispondrá dónde deberá cumplir tareas 
comunitarias. En ese sentido estamos trabajando bien porque la OSLA va a tener capacidad para 
hacerlo. Lógicamente, debemos hacer acuerdos y vamos a hacerlos con las intendencias del interior 
para que sean receptoras. No va a haber inconveniente porque la realidad local tiene otras 
preocupaciones y colaboran muchísimo con los patronatos y con las propias cárceles locales, que 
tienen otros parámetros. Insisto en que no vamos a tener inconvenientes. Es más, en Montevideo y 
Canelones ya estamos trabajando con esos centros receptores. 


En cuanto a otra de las interrogantes del señor Presidente consideramos -desde antes de 
estar trabajando en esta tarea- que sería de buena práctica que los habitantes siempre asistieran a la 
autoridad -porque está investida de autoridad pública por todos nosotros- para que se cumpla y se lleve 
adelante el cometido, que es algo que nos beneficia a todos. El buen ciudadano, el buen habitante 
siempre tendría que asistir a la autoridad para que pueda cumplir con sus cometidos; eso ayuda a la 
convivencia. Y cuando hablamos de autoridad, no nos referimos solamente a la policial, sino que 
también hay otras autoridades públicas que, para cumplir con sus cometidos, necesitan ser asistidos 
por los ciudadanos. Por ejemplo, nosotros, en el anteproyecto de ley orgánica policial que remitimos el 
año pasado, incluimos una norma que claramente establece el deber de colaboración de los 
ciudadanos con el Ministerio del Interior y la Policía para que puedan cumplir con sus cometidos. 


En cuanto a la interrogante del señor Senador Rosadilla, relacionada con el incumplimiento 
de la normativa que refiere a armas, quiero decir que, más que nada, tiene que ver con materias 
explosivas. En su momento discutimos el tema en la Cámara de Representantes y se optó por 
mantenerla porque este proyecto de ley que está a estudio es muy necesario para nosotros -esto lo 
podrá comentar después el señor Inspector Guarteche- ya que crea figuras delictivas que no existen 
en nuestro país y nos actualizaría en esta materia. Por tanto, pensamos que es muy importante que el 
Senado lo apruebe cuanto antes, pues nos vendría bien a todos. 


SEÑOR ROSADILLA.- Me llama la atención que en el artículo 6* del proyecto de ley referido al tráfico 
ilícito de armas está contemplada una pena de 20 meses de prisión a 6 años de penitenciaría, mientras 
que en esta iniciativa relativa a los cuidados de los espacios públicos, a una parte de los delitos 
tipificados y considerados como una falta se los castigaría con una sanción de 2, 7 o 30 días de trabajo 
comunitario. Me parece que no guarda coherencia una cosa con la otra; creo que en este caso 
simplemente habría que quitar esa cláusula. 


SEÑOR MOREIRA.- Esto también podría constituir tráfico internacional de armas; el texto habla de 
que para quien fabricare o introdujere en el país sustancias explosivas la pena sería de tres a ocho 
años de penitenciaría. 


(Dialogados.) 
SEÑOR CARRERA.- Esos aspectos quedan en manos de ustedes, que son los legisladores. 


Lo otro que quería decir -respondiendo a una interrogante planteada por el señor Presidente 
de esta Comisión- es que, según mi experiencia profesional, el Juez, cuando aprecia una conducta, 
aplica el criterio del buen padre de familia y hace una apreciación de la realidad, de los hechos; creo 
que el Juez va a juzgar esa conducta y, si fuese un delito mayor, se va a declarar incompetente y 
elevará el expediente al Juez Letrado en lo Penal, que es quien tiene competencia en los delitos 
mayores, por decirlo de alguna manera. Ellos aprecian el criterio de la sana crítica y creo que a ese 
respecto no habrá ningún inconveniente. 


La primera interrogante formulada por el señor Senador Moreira y la última del señor 
Presidente serán contestadas por el señor Inspector Guarteche. 


SEÑOR GUARTECHE.- En primera instancia, quería decir que vemos con preocupación dos cosas: 
primero, que en el próximo Código Penal no va a estar presente el capítulo relativo a las faltas y, 
segundo, que en este momento -especialmente en Montevideo- no hay aplicación de la normativa 
relativa a esta materia. La explicación que se nos había dado era que los Jueces Letrados en lo Penal 
eran los que se encargaban del tema de las faltas, pero en la práctica les es imposible iniciar un 
proceso por faltas debido a la enorme cantidad de trabajo que tienen. Vemos con preocupación este 
tema y consideramos que es muy importante, ya que termina siendo una barrera, una ayuda para que 
las personas reflexionen sobre sus conductas y de alguna manera les impide la comisión de delitos. 
Se debe tener en cuenta que es más difícil desde todo punto de vista la rehabilitación de esas 
personas, entre otras cosas, porque cuando van a la cárcel necesariamente tienen que bajar su nivel 
de vida y competir desde uno inferior; eso es parte de la sobrevivencia. Pero, además, cuando 
recuperan su libertad ya no pueden volver al nivel de vida anterior o tienen otra forma de ver las cosas. 
Esto les sucede a muchas buenas personas que cometen ese tipo de imprudencias o de delitos 
menores; por ello es bueno que haya una barrera para contenerlos. Aquí ayuda muchísimo el tema 
convivencia, que no lo descubrimos nosotros, sino que ya se practica con éxito en muchos otros 
países. En definitiva, elevamos el análisis del tema al Poder Ejecutivo, quien luego realizó este 
proyecto de ley. 


Con respecto a lo que decía el señor Senador Moreira, quiero indicar que obviamente para 
nosotros representa un problema tener a las personas detenidas en la seccional en las condiciones 
aquí expresadas. De todas maneras, es un asunto que queremos asumir porque nos hemos 
encontrado con situaciones en las que detuvimos a muchísimas personas por faltas -me gustaría dar el 
ejemplo claro de un clásico-, pero antes de que terminara el partido todas recuperaban la libertad 
cuando, como recordarán los señores Senadores, habían generado un problema tremendo en la 
Avenida 18 de Julio durante los festejos de un campeonato, que terminó con destrozos y algunos 
problemas más graves. De manera que preferimos tener a esas personas castigadas en una seccional. 
Además, tenemos la posibilidad que se nos presenta aquí de trasladarlos a otra dependencia, ya que 
se habla no solo de la seccional que corresponde al lugar, sino también de otra dependencia, lo que 
cual nos da un poco de desahogo. 


Ahora bien, el segundo párrafo del artículo 360 bis, que figura en el artículo 2” -tema que 
recién le manifestaba al doctor Carrera- establece: “Si el imputado no se presentase en el lugar y 
horario indicados sin mediar motivo justificado, en las fechas sucesivas será conducido por la fuerza 
pública”. Me parece que si el imputado no cumple una orden judicial está incurriendo en un delito y no 
necesariamente deberíamos ir a buscarlo, porque eso sí significaría un problema adicional para 
nosotros ya que prácticamente deberíamos hacer de taxímetro para traer a la persona cada domingo a 
la seccional. 


Básicamente era eso lo que quería manifestar. Lo que aquí se establece es un tipo de 
detención sin incomunicación, que también representa un problema porque no tenemos los locales 
adecuados. Sin embargo, si tenemos la posibilidad de utilizar otras dependencias policiales, en todo 
caso sería un problema que debemos asumir. 


SEÑOR CARRERA.- El señor Senador Moreira expresó que hoy existe una ley en ese sentido. 
Efectivamente, esa ley existe y un Juez puede disponer que antes de un partido clásico o de alto 
riesgo determinada persona deba hacerse presente en la comisaría durante el horario de su desarrollo. 
Esas situaciones se presentan y se aplica la normativa vigente. Lo que buscamos en este capítulo es 
que toda esa legislación compuesta por leyes extra Código, esté incluida aquí y compendiada en un 
único documento. Esa fue la intención, pero esa ley hoy se aplica. 


SEÑOR MOREIRA.- Se trata de una disposición prácticamente idéntica a esta, que en los hechos no 
se cumplió por lo que decía el Inspector Guarteche: no es nada sencillo tener que ir a buscar a una 
persona para tenerla en la seccional un domingo cuando juega su cuadro, con toda la tarea que tiene 
para hacer la Policía. 


SEÑOR GUARTECHE.- En realidad, la persona es la que tiene que ir a la comisaría; nosotros no 
deberíamos ir a buscarla. El tema es que la norma es de poca aplicación habida cuenta de que los 
Jueces no se encargan de estos temas porque están sobrepasados por otros de índole penal mayor. 
No se trata de que nosotros no tengamos capacidad y no queramos tenerlos. 


SEÑOR ROSADILLA.- Hace pocas semanas todos vimos un espectáculo deportivo -no quiero 
referirme al hecho concreto porque todos somos conscientes del mismo- donde alguno de los 
participantes tuvo una conducta extremadamente incorrecta, incluso con el resultado de lesión a un 
funcionario policial. Si mal no entiendo, se le realizó un proceso, pero obviamente la disposición de no 
poder participar en otro espectáculo deportivo no se está llevando adelante porque sigue participando 
en otros encuentros. ¿Cuál es el problema que tenemos? En este caso, naturalmente, este hecho que 
fue considerado como una falta tendría una cierta aplicación que, en realidad, opera como una pena 
mayor. En teoría, hoy estamos penando a la persona con un procesamiento sin prisión porque no se le 
afecta ninguna otra libertad. 


No sé si nuestros invitados han llegado a comprender mi pregunta. 


En la práctica, estaríamos generando una pena mayor que la que en este caso se efectivizó 
por la comisión de un delito. 


SEÑOR GUARTECHE.- Con referencia a este punto tengo varios comentarios que hacer. 


En primer lugar, no nos hizo mucha gracia que el procesamiento fuera sin prisión, no porque 
no correspondiera sino porque se trató de un hecho que se tornó demasiado público y, por lo tanto, el 
mensaje que les llega a aquellas personas integrantes de una barra brava, es que no pasa nada. 


SEÑOR MOREIRA.- Se cometieron dos delitos. 


SEÑOR GUARTECHE.- Sí, fueron dos delitos cometidos por personas con antecedentes. Para 
nosotros este hecho fue muy grave, porque si bien para las personas que saben comportarse estas 
decisiones les dejan un mensaje, para quienes tienen una fragilidad bastante importante a la hora de 


interpretar las cosas como son -o ven todo solo de color blanco o negro-, el mensaje es que no pasa 
nada si se golpea a un policía. 


En segundo término, quizás todo esto esté cubierto por los clubes y por la Asociación 
Uruguaya de Fútbol, que tienen derecho de admisión. Es decir que aquellas personas que, de alguna 
manera, participan en actos violentos en el fútbol, están impedidas de ingresar al estadio. Para poder 
llevar a cabo esta medida contamos con algunos problemas de tecnología, porque si de repente se 
impide a la persona entrar por una puerta determinada, lo puede hacer por otra. En ese sentido, 
estamos avanzando con la adquisición de ciertos equipamientos para evitar realmente que esas 
personas ingresen a los encuentros de fútbol. Este es un problema que tenemos y estamos tratando 
por todos los medios -en conversaciones que periódicamente tenemos con los Jueces, más allá de su 
independencia técnica- de que exista un criterio un poco común para solucionar estos problemas que 
terminan siendo importantes. 


Voy a citar un ejemplo que está previsto aquí -este comentario lo hago al margen de lo que 
venía planteando-, como es el de arrojar proyectiles contra ómnibus o vehículos en las rutas. Este 
hecho lo consideramos gravísimo; hemos detenido a muchísimas personas y jamás ha habido ningún 
tipo de procedimiento penal contra ellas. Sin embargo, si le pegan un día a un chofer de ómnibus, nos 
vamos a enterar. 


SEÑOR MOREIRA.- Ya ha pasado. 


SEÑOR GUARTECHE.- Sí, por supuesto que pasó. Existen lugares donde habitualmente suceden 
estos hechos y son detenidos menores y mayores sin obtener resultado alguno. 


Como dije, sobre este tema estamos conversando en otros ámbitos para que realmente se 
entienda la naturaleza de las sanciones y de los riesgos que corre la población por no combatirse este 
tipo de faltas o delitos -la frontera entre unos y otros es muy difusa-, pero creemos que tiene que 
aplicarse alguna pena en ese sentido. 


Volviendo al anterior comentario, nos parece que todo lo que sea público y esté relacionado 
con la actividad futbolística -tan importante en nuestro país-, debe contar con soluciones claras. La 
gente debe tener claro que si comete determinados actos, tendrá una sanción. 


SEÑORA TARRAGONA.- Independientemente del tema del deporte, pensaba que habría que 
considerarlo en general porque una falta y un delito son figuras que se rozan y pueden tener similitud, 
como en el caso puntual del arquero de Nacional, donde se cometió un delito pero no hubo ninguna 
sanción; en cambio, en otro caso puede que se cometa una falta y que sí reciba como sanción realizar 
trabajos comunitarios. Si se lo considera en general, es decir, fuera del deporte, es muy probable que 
eso también ocurra. Por ejemplo, si una persona manejando su auto tiene un accidente y, 
lamentablemente, alguien fallece, en Uruguay es normal que se la procese sin prisión. Entonces, si se 
cometió el delito, hay que considerar qué se considera para ese caso y cómo se dieron las 
circunstancias. Si se cometió la falta y se comprueba el hecho, hay que estipular la pena. Estamos 
pensando específicamente para el caso del deporte, pero hay delitos graves, como quitarle la vida a 
una persona, y sin embargo se los procesa sin prisión; tampoco habría sanción si lo vemos desde ese 
punto de vista. 


SEÑOR LORIER.- Queremos manifestar nuestro acuerdo general con el proyecto de ley sobre faltas, 
conservación y cuidado de los espacios públicos, como también con muchas de las preguntas e 
inquietudes que han surgido en el día de hoy, material que quedará para analizar con posterioridad. A 
su vez, tenemos la preocupación sobre la teoría y la práctica de este proyecto, es decir, ¿qué 
capacidad hay, sobre todo en el Poder Judicial, para llevar adelante este tipo de medidas? Se está 
trabajando como corresponde con respecto a un conjunto importante de tareas -en donde vemos los 
retrasos que existen, por ejemplo, en cuanto a procesamientos y condenas-, pero ¿qué condiciones y 
qué voluntad tendrá el Poder Judicial para trabajar en estas cuestiones? No se nos escapa la situación 
vinculada a la capacidad del propio instituto Policial, pero aquí se nos ha dicho que está trabajando en 
buenas condiciones, ya que se crearon algunas instituciones que hacen el seguimiento de las tareas 


comunitarias, etcétera. De todas maneras, el problema importante lo vemos en el Poder Judicial y en 
su capacidad para llevar adelante este tipo de cosas, porque tiene retrasos en muchos aspectos. Por 
tanto, creemos que también en este tema va a haber retrasos, y luego surgen los desprestigios de las 
mismas leyes porque no se cumplen. Entonces, si no se actúa como corresponde, ¿quién queda 
desprestigiado? La ley, el Parlamento y el Poder Judicial. 


Queríamos hacer esta consideración porque creemos que allí habrá un punto de debilidad 
con respecto al proyecto de ley. 


SEÑOR CARRERA.- Trabajamos en conjunto con el Poder Judicial para la aplicación práctica de este 
proyecto y por ello aquí tenemos dos elementos que aceleran los procesos. Por un lado, la creación 
para Montevideo de dos juzgados de faltas, lo cual se realizó con la transposición de créditos 
presupuestales -a través de la Rendición de Cuentas que entró en vigencia el primero de enero de este 
año- del Ministerio del Interior al Inciso correspondiente al Poder Judicial. Y, por otro, tenemos un 
conjunto de normas de procedimiento contenidas en el último capítulo del proyecto de ley a estudio, a 
los efectos de saber cuál es el proceso a seguir cuando ocurran estas faltas. 


Creemos que con estos dos elementos estaría asegurada la aplicación práctica de la ley. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera plantear algunas inquietudes. 


Por un lado, habría que pensar en alguna reglamentación concerniente al reparto o entrega 
mediante el sistema de delivery. 


Por otro, se habla del decomiso y se insiste con el hecho de que los Jueces deben contar 
con esa herramienta. Entonces, independientemente de que se mantenga esa herramienta, se podrían 
estipular una serie de opciones para que los Jueces decidan decomisar o retener el vehículo por un 
período, que puede ser de dos, tres, cuatro o seis meses. Por tanto, el Juez puede retener el vehículo 
por determinado plazo. Habría que analizar si esta propuesta es posible o no. De repente se le puede 
retener el vehículo al sujeto por determinado plazo para que de esa forma tome conciencia de lo 
sucedido. 


El tercer aspecto que quiero considerar es un detalle más técnico y está relacionado con el 
artículo 13 por el cual se agrega el artículo 369 al Código Penal que establece: “El trabajo comunitario 
es la pena que se impone a quien comete una falta”. En términos generales, está bien, pero hay otros 
artículos del Código Penal que establecen que el Juez podrá, en determinadas circunstancias -incluso 
hemos votado alguno, por ejemplo, con respecto a la pasta base-, cuando no hay antecedentes, 
establecer como pena el trabajo comunitario. Cuando se establece que el trabajo comunitario es la 
pena que se impone a quien comete una falta, quisiera saber si no eso no nos está complicando la 
redacción -creo que nadie va a estar en desacuerdo- con respecto a lo otro. El trabajo comunitario está 
destinado a quien comete una falta o a aquel a quien el Juez se lo imponga como pena, si está 
habilitado a hacerlo. No sea cosa que, por ejemplo, después se diga que el trabajo comunitario está 
destinado a quien comete una falta, y como en el caso se perpetró un delito -aunque se esté habilitado 
imponerle tareas comunitarias-, como la ley es posterior, ya no se está en condiciones de aplicar esa 
pena. Es una sutileza, pero nos gustaría que si fije la atención en ese tema, porque si se va a eliminar 
el numeral 5) del artículo 5%, con lo cual el proyecto tiene que volver a la Cámara de Representantes, 
también se podrían corregir estos otros aspectos. 


SEÑOR CARRERA.- En el caso del delivery -pido disculpas porque me olvidé de contestar su 
pregunta-, ya está abarcado en el artículo 365, numeral 4), que trata de la conducción de vehículos 
motorizados al doble de la velocidad permitida. Ahí se debe interpretar que se está hablando de motos 
o de vehículos de cuatro ruedas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá quiero hacer un agregado, No se trata de que estos vehículos vayan al 
doble de la velocidad, sino que también circulan sistemáticamente contramano y, además, sin luces. 


SEÑOR CARRERA.- Podríamos agregarlo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se podría corregir y decir que esto aplica a quien va al doble de velocidad, o 
sistemáticamente contramano, porque es más importante que el tema de las luces. 


SEÑOR CARRERA.- En lo que tiene que ver con el trabajo comunitario, creemos que no colidiría con 
otras normas; no habría ningún problema por el criterio de interpretación, pero creemos que después, 
en conjunto con los señores Senadores, podríamos corregir algunas imprecisiones, si se retira el 
numeral 5). 


SEÑOR PASQUET.- ¿Cuántos equipos existen para medir la velocidad de los vehículos? Estoy 
pensando en la infracción mencionada, es decir, en aquel que condujere al doble o más del doble. 


SEÑOR CARRERA.- La Policía Caminera tiene jurisdicción en rutas nacionales y tiene equipamiento 
apropiado. A nivel departamental, los diferentes gobiernos departamentales cuentan con tecnología, 
pero no sabría en qué número. A nivel departamental, esto es competencia de los gobiernos 
departamentales a través de las respectivas divisiones de tránsito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si en los próximos días, nos podrían enviar información sobre 
los equipos. 


SEÑOR CARRERA.- Es complicado. La información requerida ¿es a nivel departamental? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo menos quisiéramos saber cuántos equipos tiene el Ministerio del 
Interior. No solo se mide con equipos, porque cuando hay un accidente se puede determinar la 
velocidad del siniestro. 


SEÑOR CARRERA.- En ese caso, la policía científica -nuestra Policía Técnica- cuenta con técnicas y 
equipamiento que permiten medir y hacer estudios. 


Además, quiero agregar que la Unidad Nacional de Seguridad Vial ha adquirido equipamiento 
para medir la velocidad, el nivel de alcohol en sangre y lo ha distribuido, tanto en el Ministerio del 
Interior como en los gobiernos departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no desean formular más preguntas, exhortamos a 
los representantes del Ministerio del Interior a que -si se resuelve retirar el numeral 5), con lo que el 
proyecto de ley tiene que volver a la Cámara de Representantes- haga una revisión, no solo de las 
inquietudes, sino también de algunos errores de redacción o correcciones que considere pertinentes. 
Por tanto, también tienen deberes. 


La Comisión de Constitución y Legislación del Senado agradece la presencia de los 
representantes del Ministerio del Interior. 


(Se retiran de Sala los representantes del Ministerio del Interior.) 


-Antes de levantar la sesión quisiera decir que, con relación al proyecto sobre matrimonio 
igualitario, el próximo martes continuaremos con las audiencias. Es el deseo de la Presidencia que ese 
día finalicemos con las audiencias. 


Habíamos acordado tratar ese asunto en el Plenario en la primera semana de abril. Varios 
Senadores de la Bancada oficialista proponen que, si realizamos modificaciones de texto -como podría 
ocurrir, por ejemplo, en los artículos 214, 217 y 219-, lo hagamos pronto para que, de esa forma, sea 
aprobado en la Cámara de Representantes en la fecha en que teníamos pensado hacerlo en el 
Senado. Es decir, que nos obligaríamos a trabajar con mayor esfuerzo para tratar de aprobarlo en el 
Senado antes de Semana de Turismo. 


En cuanto al proyecto sobre tráfico de armas, hay un comparativo con sugerencias y ciertos 
aspectos. Vamos a hablar con los representantes del Ministerio del Interior -con la doctora Vanesa 
Reyes- para que el día 11 de marzo podamos tener un texto para analizar y resolver. 


Con respecto al tema faltas, recién comenzamos a estudiarlo. 
SEÑOR MOREIRA.- Entonces, ¿el martes próximo recibimos al doctor Juan Andrés Ramírez? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador. 


Por lo tanto, los proyectos de ley que debe seguir considerando la Comisión son: el de 
matrimonio igualitario, el de tráfico ilícito de armas, y el de faltas, conservación y cuidado de los 
espacios públicos; el de modificación del Código General del Proceso ya fue aprobado y será 
informado en el Plenario en la sesión del próximo martes. 


SEÑORA MOREIRA.- Quizás, con el comparativo que se entregó en las últimas audiencias habidas 
respecto al proyecto de ley de tráfico ilícito de armas, ya se podría traer una posición para ir avanzando 
en su votación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece bien ese mecanismo, pero otro es que la Bancada oficialista 
presente lo que se debería hacer a nuestro entender, atendiendo el proyecto de ley de tráfico ilícito de 
armas. 


SEÑOR MOREIRA.- En ese orden, ¿el proyecto de ley de matrimonio igualitario es el primero que 
vamos a considerar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. Va primero el proyecto de ley de modificación del Código 
General del Proceso; en segundo lugar, el proyecto de ley sobre tráfico ilícito de armas porque creo 
que vamos a consensuar antes, pues trataremos de aceptar las diferentes sugerencias que se realicen. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que con el proyecto de ley de matrimonio igualitario nunca vamos a 
consensuar. 


(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que el martes terminaríamos con las audiencias, si trabajáramos el 
jueves 7 y el martes 11, de pronto comenzaríamos a votar el proyecto de ley de matrimonio igualitario a 
efectos de que sea considerado en el Plenario el martes 18 o miércoles 19 y que la Cámara de 
Representantes haga lo propio en la primera semana de abril. Ese sería el objetivo; veremos si nos dan 
los tiempos. 


Con respecto al proyecto de ley de faltas, conservación y cuidado de los espacios públicos, 
que “recién empezamos a estudiar” -dicho esto entre comillas-, deberíamos fijar alguna audiencia en 
caso de que sea solicitada; en caso contrario, procederíamos a analizarlo. 


SEÑOR MOREIRA.- En oportunidad del tratamiento del proyecto de ley sobre tráfico ilícito de armas en 
la Cámara de Representantes, concurrieron magistrados y la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR DA ROSA.- Sobre ese tema creo que sería importante tener la opinión de la Suprema Corte 
de Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debemos ver cuáles son los nudos en el caso del proyecto de ley de faltas, 
conservación y cuidado de los espacios públicos. Si uno de ellos es el decomiso, debemos conversar a 
ese respecto, y así sucesivamente con otros nudos que encontremos. 


SEÑOR MOREIRA.- La visión de los magistrados puede ser ilustrativa. 
SEÑOR DA ROSA.- SÍ, por la experiencia que tienen en el tema. 


SEÑOR MOREIRA.- De pronto, también se podría invitar a algún penalista, por ejemplo a Carozzi y a 
Langón. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, estaríamos armando ese cronograma para el jueves 7. 
Recuérdese que ya el martes se designará al Presidente y Vicepresidente de la Comisión para este 
período, por lo que en lo sucesivo actuará el nuevo titular. 


SEÑOR DA ROSA.- ¿Se mantendrá el criterio de sesionar los martes y jueves? Hago la consulta 
porque, al comenzar un nuevo período ordinario de sesiones, algunos Senadores tenemos otras 
Comisiones los días jueves. 


(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que se hagan las consultas del caso para tratar de armonizar estos 
proyectos de ley y después volvemos al régimen normal. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 25 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


